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R-DJ-328-2009
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División Jurídica. San José, a las ocho horas del catorce de diciembre del dos mil nueve.---------------------------------------------------------
RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por  el CONSORCIO ROJAS E HIDALGO CONSULTORES Y DISEÑOS S.A.-VARGAS RAMIREZ CONSTRUCTORES S.A., representada por los señores Harold Rojas Vargas y Gerardo Vargas Ramírez , en contra del acto de adjudicación de la  LICITACIÓN ABREVIADA N° 2009LA-000133-01000, promovido por el SISTEMA NACIONAL DE AREAS DE CONSERVACIÓN, para la  construcción de obra nueva en el puesto de control de Aguas Frías, Parque Nacional de Tortuguero, por un monto de ¢104.500.000,00------------------------------------------------------------------------------------
RESULTANDO:
I. Que mediante escrito recibido en esta Contraloría General el 20 de octubre del 2009, el Consocio Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A.-Vargas Ramírez Constructores S.A., presentó  recurso de apelación en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada  N° 2009LA-000133-01000, promovida por el el Sistema Nacional de Áreas de Conservación, para la construcción de obra nueva en el puesto de control de Aguas Frías, Parque Nacional de Tortuguero  (folios 4 al 60 del expediente de apelación)-------------------------------------------------
II- Que esta División Jurídica  solicitó el respectivo expediente administrativo a la Administración  por auto de las ocho horas con quince minutos del veintidós de octubre del dos mil nueve.( folio 61 del expediente de apelación).---------------------------------------------------------
III. Que por oficio N° SINAC-PI-264-2009, recibido en la Contraloría General el 23 de octubre,  el Sistema Nacional de Áreas de Conservación  procede a trasladar el expediente administrativo del Concurso N° 2009LA-000133-01000.( Ver expediente de apelación, folio 65).------------------
IV. Que mediante auto dictado por esta Oficina a las ocho horas quince minutos del dos de noviembre del dos mil nueve, se admitió para trámite el recurso y se concedió audiencia inicial a las partes. (ver expediente de apelación, folio 66 del expediente de apelación). ----------------------
V. Que mediante escrito N° SINAC-PI-305-2009 de 9 de noviembre del 2009, presentado el mismo día,  la Administración  atendió la respectiva audiencia (ver escrito en el expediente de apelación, folios 83 a 85).-------------------------------------------------------------------------------------
VI. Que por escrito presentado el 9 de noviembre del 2009 de, la firma  Ingeniería PCR, atendió la audiencia inicial (ver escrito en el expediente de apelación, folios 86 y  87).-----------------------

VI. Que mediante auto dictado a las diez  horas del trece de mayo, esta Oficina concedió audiencia especial a la parte apelante (ver expediente de apelación, folio 88).------------------------
VII. Que por escrito recibido el 20 de noviembre del 2009, la empresa apelante atendió  la audiencia especial. (véase expediente de apelación folios 104 a 117)----------------------------------
VIII. Que por auto de las doce horas del veinticinco de noviembre del dos mil nueve se concedió audiencia final oral a las partes.(folio 118 del expediente de apelación)-------------------------------
IX. Que al ser las nueve horas veinticuatro minutos del siete de diciembre del dos mil nueve se celebró la audiencia final oral de conclusiones en presencia de todas las partes  (ver minuta de audiencia final de conclusiones, folios 126 a 129 del expediente de apelación). ---------------------
X. Que la presente resolución se dicta dentro del término de ley y en su trámite se han observado las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, y ----------------------------------------------------
CONSIDERANDO:
I.-HECHOS PROBADOS: Para el dictado de la presente resolución, se tienen como suficientemente demostrados los siguientes hechos de interés: 1) Que el Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) promovió la Licitación Pública  Nde ° 2009LA-000133-01000, para la construcción de obra nueva en el puesto de control de Aguas Frías, Parque Nacional de Tortuguero  (ver expediente administrativo).2) Que el Consorcio Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A.-Vargas Ramírez Constructores S.A  e Ingeniería PCR S.A., presentaron ofertas al concurso (ver ofertas agregadas al expediente administrativo). 3) Que la  licitación  se adjudicó a favor de la firma  Ingeniería PCR S.A. por un monto  de ¢104.500.000,00(ver  folios 453 a 455 del expediente administrativo). 4) Que el Consorcio Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A.-Vargas Ramírez Constructores S.A  obtuvo una ponderación de 100 % en el cuadro de calificación y la empresa Ingeniería P.C.R. S.A. una calificación de 93.22 %  (folio 441 del expediente administrativo). 5) Que el ACUERDO CONSORCIAL celebrado entre las empresas Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A.-Vargas Ramírez Constructores S.A  dispone en lo conducente: 2. “(...) Por la naturaleza de sus respectivas actividades comerciales, las partes cumplirán labores distintas pero complementarias en los trabajos objeto del concurso, sin que esto exima a alguna de responsabilidad solidaria de responder en términos técnicos, legales o económicos en caso de afectación de las obras que fuere probadamente imputable al Contratista.(...) / 3. ReH se encargará de toda la labor administrativa, logística y de planificación que sea requerida entre el Contratista y el Contratante durante el proceso licitatorio y constructivo que corresponda, de manera que se garantice una fluida y consecutiva ejecución de los trabajos. VR será el encargado de proveer la mano de obra, herramientas, equipo y cualquier otro elemento afín a la actividad para lograr la terminación material del objeto. (...)” ( ver folios 255 y 25).  6) Que mediante oficio N° SINAC-PI-204-2009 de 17 de setiembre del 2009, la Proveeduría Institucional requiere al apelante entre otros requisitos: “(...) Certificado del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica (Vargas Ramirez Constructores S.A.)(ver folio 429 del expediente administrativo). 7) Que por nota ReH058/2009 de 23 de setiembre del 2009,  la empresa apelante se refiere en lo que interesa, sobre al oficio de subsanación del punto anterior: “(...) 3. Respecto al certificado sobre la colegiatura ante el CFIA de Vargas Ramírez Constructores S.A, hemos revisado detalladamente el cartel de contratación y concluido que dicho requerimiento es improcedente ante la inexistencia puntual de este menester. El inciso j) del Artículo52. del Capítulo V del Reglamento General  a la Ley de Contratación Administrativa, reza sobre la indicación puntual de requisitos que debe contener el cartel: Indicación precisa, de los documentos que se deberán aportar para la evaluación de la idoneidad del oferente en aspectos económicos, técnicos u otros”.. .( ver folio 432 del expediente administrativo). 8) Que por oficio N° SINAC-PI-236-2009 de 1 de octubre del 2009, dirigida al Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica,  la Proveeduría Institucional del SINAC manifiesta en lo que interesa: “(...) Mediante Oficio SINAC-PI-204-2009 de 17 de setiembre del presente año, se solicita entre otros: (copia adjunta)/ “... certificado del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica (Vargas Ramírez S.A)....” / Siendo ésta la Empresa responsable en el Consorcio. / Asimismo, Mediante ReH 058/2009 de fecha 23 de los corrientes, el Consorcio, indica: “...3. Respecto al certificado sobre la colegiatura ante el CFIA de Vargas Ramírez Constructores S.A., hemos revisado detalladamente el cartel de contratación y concluido que dicho requerimiento es improcedente ante la inexistencia puntual de este menester. El inciso j) del Artículo52. del Capítulo V del Reglamento general  a la Ley de Contratación Administrativa, reza...”(Adjunta copia)/ Por lo anteriormente expuesto y en virtud de que es un requisito intrínseco para toda firma constructora, profesional en campos de arquitectura e ingeniería, se les solicita muy respetuosamente emitir una certificación en la cual nos informe si dicha firma y el responsable se encuentran colegiados(...)” (folios 444 y 445 del expediente administrativo). 9) Que por certificación N° 2009-018014-E de fecha 7 de octubre del 2009,  el Director Ejecutivo del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica certifica que: “En nuestros registros, no consta ninguna empresa inscrita ante este Colegio Profesional con el nombre de: VARGAS RAMIREZ CONSTRUCTORES S.A.” (folio 467 del expediente administrativo).---------
II. SOBRE LA LEGITIMACIÓN DEL CONSOCIO ROJAS E HIDALGO CONSULTORES Y DISEÑOS S.A.-VARGAS RAMÍREZ CONSTRUCTORES S. A. PARA INTERPONER RECURSO DE APELACIÓN: El artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa dispone que “ La Contraloría General de la República dispondrá, en los primeros diez días hábiles, la tramitación del recurso o, en caso contrario, su rechazo por inadmisible o por improcedencia manifiesta. Esta facultad podrá ejercerse en cualquier etapa del procedimiento en que se determinen esos supuestos” (el subrayado no corresponde al original). De la lectura de esa norma se desprende que existe en principio un plazo de 10 días hábiles en el cual la Contraloría General dispone sobre la tramitación del recurso o bien de su rechazo de plano por inadmisible o por improcedencia manifiesta; facultad que podrá ejercerse en cualquier etapa del procedimiento que se demuestren esos supuestos. En este sentido  se orientan también los  artículos  178, párrafo tercero y 180 del Reglamento de Contratación Administrativa, todo ello con el propósito de evitar el entorpecimiento indebido de la actividad administrativa. De esa forma, tanto la Ley de Contratación Administrativa como su Reglamento  establecieron una doble obligación al realizar el análisis de las gestiones interpuestas, distinguiendo dos supuestos que serían la inadmisibilidad y la improcedencia manifiesta. Por ello, es necesario que la apelante acredite su aptitud para resultar adjudicataria, de tal suerte que el recurso sería improcedente en forma manifiesta, entre otras razones, cuando no logre acreditar su mejor derecho a la adjudicación del concurso, sea porque su propuesta resulte inelegible o porque aún en el caso de prosperar su recurso, no sería válidamente beneficiada con una eventual adjudicación, de acuerdo con los parámetros de calificación que rigen el concurso; tal y como lo dispone el numeral 180 inciso b) del Reglamento en mención, al señalar:  “Cuando el apelante no logre acreditar su mejor derecho a la adjudicación del concurso, sea porque su propuesta resulte inelegible o porque aún en el caso de prosperar su recurso, no sería válidamente beneficiado con una eventual adjudicación, de acuerdo con los parámetros que rigen el concurso. Debe entonces el apelante acreditar en el recurso su aptitud para resultar adjudicatario.”. Siendo que ese artículo reglamentario es claro y contundente sobre el deber de las apelantes de acreditar su aptitud para resultar adjudicatarias, se hace necesario revisar tal aspecto en este caso, en virtud de que el apelante podría ser adjudicatario de acuerdo con el sistema de evaluación de las ofertas del presente concurso. Acorde con lo expuesto, encontramos que el consorcio recurrente indica que el SINAC les solicitó la presentación de alguna documentación, entre la que se encontraba el certificado del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, del miembro consorcial Vargas Ramírez Constructores S.A. Indica que se respondió dicha solicitud, pero se dijo que ese requerimiento era improcedente porque el cartel no lo requería. Señala que la Administración les indica que el consorcio incumple lo dispuesto en los artículos 9 y 12 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos. Dice que no se manifiesta incumplimiento alguno a la contratación específica ni a la Ley de Contratación  Administrativa y que el profesional responsable  del diseño e inspección del proyecto es miembro activo del CFIA. Que el miembro del Consorcio Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A. es miembro activo del CFIA, empresa por la cual responde la Arq. Gabriela Araya Solís. Por ello se nota que desde cualquier perspectiva el proyecto se encuentra bajo responsabilidad de o por miembros activos del colegio. Que si la Administración requiere un profesional en esas ramas debidamente inscrito ante el CFIA por parte del oferente, no tendrían ninguna objeción ni impedimento para aportarlo. Que se antepone a la metodología de evaluación de las ofertas, un requerimiento que se ha originado en etapa posterior al cartel. Menciona que la Administración se ve compelida a adjudicar la licitación al oferente N° 3, quien ofrece un precio superior en ¢ 15.74.653,15 al del consorcio. Se solicita sea revocado el acto de adjudicación y sea comunicada en los plazos debidos la nueva resolución. La Administración  dice que si bien es cierto el apelante lleva razón en cuanto a que el cartel es omiso respecto a la solicitud de la certificación del CFIA, no obstante durante la revisión de las ofertas la Administración denota dicha omisión y al ser un trabajo de construcción en el que forzosamente se desarrollan actividades en el país dentro de los campos de la ingeniería y de arquitectura, deberán estar inscritos en el Colegio respectivo y cumplir con los requisitos y pago de derechos de inscripción y asistencia que se establezca en el aspecto del ejercicio profesional. Aduce que ello se fundamenta en el oficio emitido por la Ing. Silvia Ruiz Gutiérrez, Jefe del Departamento de Registro del CFIA y la Procuraduría General de la República. Señala que ninguna empresa no inscrita en el Colegio puede desarrollar laboras de consultoría en ingeniería o arquitectura, por lo que un cartel de una contratación pública no puede contravenir lo establecido en una ley. Menciona que se le pidió al consorcio, entre otros puntos, aportar la certificación sobre la colegiatura de Vargas Ramírez Constructores S.A. en el CFIA, ante lo cual el consorcio hizo caso omiso a dicha petición, por lo que ello solicitan al CFIA la certificación de si dicha firma y su responsable se encuentran colegiados y el Colegio indica que no consta que dicha empresa se encuentra inscrita. Concluye indicando que el apelante no lleva razón en su alegato, puesto que la Administración esta imposibilitada legalmente a adjudicar a una empresa o consorcio que no cumple con un requisito legal. Finalmente menciona que no se está contraviniendo el principio de eficiencia alegado por el recurrente, ya que la no presentación de la certificación citada no es un requisito de forma como lo quiere hace ver el consorcio, sino más bien de fondo, por cuanto según se indicó, ninguna empresa no inscrita en el CFIA, puede desarrollar actividades de consultoría en ingeniería o arquitectura. Solicitan de esa forma se rechace por improcedente el recurso incoado y se proceda a confirmar el acto de adjudicación La empresa adjudicataria alega que el estar colegiado es un  requisito sine qua non, pues en el memorial de los artículos 16, 18 de la Ley de la Administración Pública lo indica claramente. Una empresa para poder construir debe tiene que estar inscrita en el CFIA. Si el consorcio no está inscrito, las dos empresas, no se cumple con el objetivo principal de la Administración Pública. Aduce que es un requisito indispensable, que los requerimientos de experiencia, así como los requerimientos de estar colegiado demuestran seguridad jurídica para la Administración, toda vez que determina que se está otorgando el proyecto a una empresa facultada.------------------------------------------------------
Criterio para resolver:  La argumentación básica  del consorcio apelante como de la empresa adjudicataria versan sobre el hecho de si el primero requiere estar debidamente incorporado en el Colegio Profesional respectivo para resultar adjudicatario de un concurso y brindar sus servicios a la Administración, así como las consecuencias que conlleva  el no encontrarse debidamente acreditado por dicho colegio profesional. Consecuentemente  ese requisito ha de ser  analizado prioritariamente a fin de  determinar si su ausencia constituye un vicio  sustancial de la oferta, de forma tal que pueda acarrear la falta de legitimación del consorcio apelante. 1) Sobre la inclusión del requisito en el cartel.  Como primer aspecto aclaratorio, valga  señalar respecto al alegato de dicho  consorcio, en cuanto a que en el cartel de este concurso la Administración licitante fue omisa en incluir el requisito de la incorporación en el concurso, que este asunto ha sido tratado en con antelación por la jurisprudencia de esta Contraloría General. Así  en nuestra Resolución N° R-DCA-061-2008 se señaló al respecto: “Si bien ya dijimos que en el cartel de este concurso la Administración licitante fue omisa en regular dicho aspecto, es lo cierto que cuando un requisito es de ley no es necesario que el cartel lo mencione para estar obligado a cumplir con el mismo”. Lo anterior por cuanto, el cartel forma parte del ordenamiento jurídico y debe entenderse integrado por éste, de tal forma que aun y cuando una Administración no requiera el cumplimiento de la normativa legal, se entiende incorporado el requisito; por ejemplo, el hecho de que la Administración no señale que deben cancelarse las obligaciones obrero-patronales no desvirtúa la obligación constitucional y legal; así como tampoco se desvirtúa la obligación de tramitar un estudio de impacto ambiental para una obra, o bien, encontrarse inscrito en el Colegio de Abogados si se van a brindar los servicios de abogacía; etc. Es por ello que el contrato de obra pública como en este caso, no puede ser la excepción, de tal forma que para ejercer una determinada actividad es preciso e indispensable que la Administración verifique el cumplimiento de aspectos técnicos, pero también de índole legal de las ofertas, como es precisamente la inscripción en el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos para realizar la actividad constructiva que regula la propia Ley Orgánica de ese Colegio Profesional. En ese sentido, el artículo 52 de la Ley 3663, Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos es contundente al señalar que: “Las empresas consultoras y constructoras nacionales y extranjeras, que desarrollan actividades en el país dentro de los campos de ingeniería y de arquitectura, deberán estar inscritas en el Colegio Federado y cumplir con los requisitos y pago de derechos de inscripción y asistencia que establezca el Reglamento de esta ley en el aspecto del ejercicio profesional.” También de suma importancia sobre ese aspecto, en la preindicada resolución se cita el criterio de la asesoría legal del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica que señaló en lo que interesa:  “Con relación a la prestación de los servicios de las ingenierías y de la arquitectura, resulta claro que el ordenamiento de este Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos exige la incorporación como requisito esencial. En efecto, en ese sentido se pronuncian los artículos 9, 11 y 12 de la Ley No.3663 de 10 de enero de 1966 y sus reformas, Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, que a la letra indican: (...) De la trascripción de los artículos anteriores, la primera conclusión que es válido extraer, es que la incorporación es un requisito necesario para ejercer las ingenierías y la arquitectura. La segunda, sería que cualquier experiencia en materias relacionadas con las áreas de la ingeniería y la arquitectura, solo es válida adquirirla a partir de la incorporación a este Colegio profesional, pues de entenderse lo contrario, implicaría que (sic) persona ha incurrido en un delito, cual es el ejercicio ilegal de una profesión, en los términos que se encuentra descrito en el numeral 315 del Código Penal. Por otro lado, igualmente ocurre con las personas jurídicas (empresas) que por obligación deben registrarse en este Colegio Federado. El artículo 52 de la citada Ley No. 3663 establece esa obligación para todas aquellas empresas que deseen dedicarse a la construcción y a la consultoría en las áreas ya indicadas.”. Es claro entonces  que independientemente de los requisitos impuestos por el pliego cartelario,  existen normas legales de acatamiento obligatorio que requieren ser atendidas por los profesionales o empresas participantes de un concurso, pues caso contrario, generarían la exclusión de sus ofertas al  existir una inhabilitación legal para el ejercicio de la profesión. 2) Del consorcio apelante y el cumplimiento de los requisitos legales para esta contratación. Ahora bien, en lo que se refiere a la obligación de que ambos miembros del consorcio se encuentren inscritos en el Colegio Profesional para ofrecer la construcción de un puesto de control al SINAC, estima este órgano contralor que es un punto que ya se encuentra resuelto, en tanto la resolución de repetida mención señaló que: “…lo establecido en el artículo 52 de la Ley Orgánica del CFIA resulta claro en el entendido que, para desarrollar labores de consultoría y construcción relacionadas con las ingenierías y la arquitectura, las empresas deben estar registradas. No hace la norma diferencia alguna sobre si se trata de una sola empresa o bien, si es un consorcio. (...) Por ello, debemos indicar que, en tratándose de empresas o consorcios, ambos deben estar registrados en el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, conforme lo dispuso el legislador en el artículo 52 de la Ley No. 3663.” De esa forma, ha entendido el Colegio Profesional que estar inscrito resulta un requisito obligatorio tanto para las empresas que conforman el consorcio como para la agrupación misma, en los casos en que existe norma legal que así lo imponga. No obstante,  en lo que se refiere a los requisitos de los miembros consorciales, el numeral 72 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa dispone que: “Dos o más participantes podrán ofertar bajo la figura consolidada, a fin de reunir o completar requisitos cartelarios, para lo cual deberá advertirse en la propuesta de manera expresa e indicar el nombre, calidades y representante de cada uno de ellos, con la documentación de respaldo pertinente”, por lo que al especificarse que en el acuerdo consorcial los integrantes pueden reunir o completar requisitos cartelarios, podría interpretarse que el requisito de la colegiatura obligatoria para los participantes en el consorcio se mitigaría y posibilitaría que sólo uno de ellos cumpliera dicho requisito. Así se expresa en la resolución de reiterada cita al señalar: “(...) la misma norma establece que en el acuerdo consorcial debe establecerse en forma expresa la forma en que los miembros del consorcio cumplen reúnen o complementan los requisitos cartelarios. Ello resulta de especial relevancia, ya que de indicarse en el acuerdo consorcial en forma expresa cuáles requisitos cumple cada uno de los miembros del consorcio y cuáles tareas del objeto contractual realizará cada uno, podría eventualmente entrarse a discutir acerca de si procede delimitar o matizar la obligación de los miembros del consorcio de cumplir con el requisito de incorporación aquí analizado, según las actividades que cada uno de ellos, de resultar adjudicatario, vayan a realizar”. En el caso bajo estudio  se observa que ante  la omisión del Consorcio oferente  de presentar la certificación de incorporación de uno de los miembros consorciales (Hecho probado 6) el oferente responde que ese no constituye un requisito puntual del cartel (hecho probado 7), por lo que la Administración requiere de oficio le indique si la firma Vargas Ramírez Constructores S.A. se encuentra debidamente colegiada (hecho probado 8), a lo que el CFIA responde que en sus registros, no consta la inscripción de dicha empresa (hecho probado 9). De esa manera, ante la ausencia de un requisito indispensable para ejercer las labores profesionales en construcción y arquitectura, debe verificarse si ciertamente el acuerdo consorcial matiza esta obligación, de forma tal que por las actividades de sus miembros en el convenio de voluntades, no sea necesario el requisito de la colegiatura. Conforme los términos del acuerdo, la empresa Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S..A. es la comisionada para realizar toda la labor administrativa, logística y de planificación que sea requerida entre el Contratista y el Contratante. La empresa Vargas Ramírez Constructores S.A. es la encargada de proveer la mano de obra, herramientas, equipo y cualquier otro elemento afín a la actividad para lograr la terminación material del objeto (hecho probado 5). La definición de labores asociadas a proveer la mano de obra y el equipo para lograr la materialización del objeto, significa en nuestro criterio que será la Vargas Ramírez Constructores S.A. quién asumirá la labor constructiva, aspecto que choca con las regulaciones legales en la materia, en tanto no está inscrita en el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos. En ese sentido, la propia firma apelante en la audiencia final oral señaló: “…cualquier trabajo como bien apuntaban los señores del SINAC, que implique ingeniería y arquitectura, implica también una planificación, una coordinación de muchísimos elementos que al final vienen a conjugarse en uno solo, que es la materialización del proyecto. Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños, en este caso uno de los miembros consorciales, de lo que se encargaría es de la administración, como un término global que incluye esa coordinación, el manejo adecuado de las obligaciones patronales, la coordinación y aplicación de los subcontratos de pedidos de materiales. En fin, hay un  sin número de actividades que las personas de campo, los trabajadores que se ponen las botas, no pueden llevar a cabo de la mejor manera porque están enfocados en la construcción. La mano de obra y el recurso humano es lo que en este caso, la empresa Vargas Ramírez Constructores S.A. se encargaría de ejecutar. Como les dije en la primera parte, creemos que más bien la unión de una parte administrativa y de la parte encargada del recurso humano, lo que viene es a completar en muy alto porcentaje todas las actividades inherentes a la construcción.” En criterio de este órgano contralor, tales afirmaciones no viene sino a confirmar que, la responsable de realizar las obras de construcción  de la obra, será justamente Vargas Ramírez Constructores S.A.; mientras que Rojas e Hidalgo Consultores y Diseños S.A. se dedicará a una labor de administración, planificación y logística; de forma que el otro miembro del consorcio pueda realizar las labores en el campo, por lo que necesariamente para  concretar tales tareas se encuentra en la obligación de cumplir con el requisito de incorporación, conforme lo determina el  artículo 52 de la Ley Orgánica del CFIA de previa cita. Así las cosas, de los términos del propio acuerdo consorcial  se puede concluir que actúo bien la Administración cuando excluyó a la firma apelante por incumplir las regulaciones legales del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, por lo que procede  rechazar el recurso de plano por falta de legitimación. Finalmente, se omite pronunciamiento respecto de otros extremos planteados por las partes en el recurso,  por carecer de interés práctico, toda vez que la firma apelante deviene en inelegible.------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política,  1, 3, 85, siguientes de la Ley de Contratación Administrativa, 174 y siguientes de su Reglamento, SE RESUELVE: 1) RECHAZAR DE PLANO POR IMPROCEDENCIA MANIFIESTA en virtud de FALTA DE LEGITIMACIÓN el recurso de apelación interpuesto por el CONSORCIO ROJAS E HIDALGO CONSULTORES Y DISEÑOS S.A.-VARGAS RAMIREZ CONSTRUCTORES S.A., en contra del acto de adjudicación de la  LICITACIÓN ABREVIADA N° 2009LA-000133-01000, promovido por el SISTEMA NACIONAL DE AREAS DE CONSERVACIÓN, para la  construcción de obra nueva en el puesto de control de Aguas Frías, Parque Nacional de Tortuguero, por un monto de ¢104.500.000,00; acto el cual se confirma. 2) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa.-------------------

NOTIFÍQUESE.-----------------------------------------------------------------------------------------------
Lic. Elard G. Ortega Pérez

                    Lic. Marlene Chinchilla Carmiol

     
    Gerente Asociado
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Lic.  Oscar Castro Ulloa a.i.
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